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Proceso:


Ordinario Laboral – Revoca medida cautelar   

Radicación Nro. :


66001-31-05-005-2017-00063-01

Demandante:


Rubén Darío Toro Grisales y otros 

Demandado:                            
Zar Huevo S.A. En Liquidación.

Juzgado de origen:

Juzgado Quinto Laboral del Circuito

Magistrado Ponente:

Julio César Salazar Muñoz

Temas: 
APLICACIÓN DE LA MEDIDA CAUTELAR PREVISTA EN EL ARTÍCULO 85A DEL C.P.T. Y DE LA S.S. CAMBIO DE PRECEDENTE. Venía sosteniendo esta Sala de Decisión, que la aplicación de la medida cautelar establecida en el artículo 85A del C.P.T. y de la S.S. en los procesos ordinarios, debía de hacerse de manera objetiva, esto es, en caso de que el demandando incurriera en una de las tres situaciones previstas en la norma, automáticamente debía imponerse la caución entre un 30% y 50% de las valor de las pretensiones, no obstante, al hacer un nuevo estudio frente a la aplicación de la medida cautelar, considera esta Corporación que la imposición de la caución no puede darse de manera automática, pues la norma en cita lo que hace es otorgarle al juez la facultad o potestad de imponer la caución, debiendo valorar en cada caso concreto las circunstancias particulares para decidir si es procedente su imposición y si tiene algún efecto práctico con el fin de garantizar el cumplimiento del fallo en el evento de que el demandado fuese condenado; situaciones éstas que precisamente analizó la Corte Constitucional en la sentencia C-476 de 2003, (…) Bajo dicha óptica, a partir de esta providencia, la Sala procederá a estudiar cada caso en concreto para determinar si resulta o no procedente la imposición de la medida cautelar del artículo 85A del C.P.T. y de la S.S., en aras de garantizar, entre otros, el derecho a la defensa consagrado en el artículo 29 constitucional.
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SALUDO. BUEN DÍA

Hoy, veintiuno de junio de dos mil diecisiete, siendo la una y cuarenta y cinco de la tarde, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación interpuesto por la empresa ZAR HUEVO S.A. EN LIQUIDACIÓN en contra del auto proferido por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito el 27 de abril de 2017, dentro del proceso que le promueven RUBÉN DARÍO TORRES GRISALES, YANETH ATRIS URIBE MARÍN, YESICA LOERNA TORRES URIBE, JOHNATAN TORRES URIBE Y LUZ HELENA TORRES GRISALES, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-005-2017-00063-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretenden los demandantes que la justicia laboral declare que entre el señor Rubén Darío Torres Grisales y la sociedad Zar Huevo S.A. existe un contrato de trabajo vigente que inició el 1º de octubre de 2011 e igualmente que el accidente de trabajo sufrido el 19 de julio de 2013 es atribuible a su empleador.

Con base en ello aspiran que se condene a la sociedad accionada a reconocer y pagar los perjuicios inmateriales objetivos y subjetivos que se estiman en cuatrocientos y doscientos salarios mínimos legales mensuales respectivamente, así como las costas procesales a su favor.

De la misma manera solicitan que de conformidad con lo establecido en el artículo 85A del C.P.T y de la S.S. se decrete la medida cautelar de imponer caución a la empresa Zar Huevo S.A. en Liquidación, con el objeto de garantizar el pago de las sumas de dinero a que sea condenada dicha entidad, ante la posibilidad que la sociedad en estado de liquidación desde el año 2013 incumpla con las obligaciones dinerarias que se le impongan en este ordinario laboral.

Al contestar la demanda –fls.464 a 475- se opuso a las pretensiones condenatorias solicitadas por la parte actora, argumentando que el accidente sufrido obedece a una culpa exclusiva del trabajador; motivo por el que la propuso como excepción de mérito, además de las de “Cumplimiento de los reglamentos e instrucciones del sistema de gestión de la seguridad y salud en el trabajo por parte del empleador”, “Mala fe y falta de causa de las pretensiones”, “Buena fe”, “Prescripción” y la “Genérica”. 

La falladora de primer grado dentro de la audiencia prevista en el inciso 2º del artículo 85A del C.P.T. y de la S.S. celebrada el 27 de abril de 2017, accedió a la medida cautelar solicitada, imponiéndole a la sociedad Zar Huevo S.A.S. En liquidación una caución equivalente al 30% de las pretensiones, correspondiente a $132.789.060, la cual debe ser prestada en el término de cinco días, so pena de no ser oída en juicio.

Esa decisión la tomó luego de encontrar acreditado que Zar Huevo S.A. en Liquidación, se encuentra en serias y graves dificultades para cancelar una posible condena dentro del proceso, en consideración a que para el año 2016, esa sociedad no tiene activos y sus pasivos son superiores a $30.000.000.

Inconforme con la decisión, la parte demandada interpuso recurso de apelación, argumentando que si bien el estado financiero de la sociedad es el reflejado por la funcionaria de primera instancia, lo que de paso implica que tampoco tiene la capacidad para cancelar la caución, la verdad es que esa determinación vulnera su derecho de defensa, en consideración a que no va a ser oído en el curso del proceso, a pesar de que se han aportado y solicitado con la contestación de la demanda, pruebas suficientes para controvertir lo afirmado por los demandantes, lo que permitiría que se le absolviera de las pretensiones.

Ante tal situación, solicita que se analice el caso en concreto teniendo en cuenta las razones expuestas por la Corte Constitucional en la sentencia C-476 de 2003.

En este estado se corre traslado a las partes para que presenten sus alegatos.

Para resolver el problema jurídico que se plantea dentro del presente ordinario laboral, esto es, si hay lugar a imponerle a la sociedad Zar Huevo S.A. en Liquidación la caución prevista en el artículo 85A del C.P.T. y de la S.S. como medida cautelar para garantizar el pago de las probables condenas que se lleguen a declarar dentro del presente ordinario laboral, esta Sala de Decisión considera necesario precisar el siguiente aspecto:

MEDIDA CAUTELAR EN PROCESO ORDINARIO LABORAL. 

Señala el artículo 85A del C.P.T. y de la S.S. que el juez podrá decretar la medida cautelar de imposición de caución, que puede oscilar entre el 30% y el 50% del valor de las pretensiones, siempre y cuando quede acreditado que la parte demandada se encuentra en alguna de las tres situaciones que a continuación se describen:

1. Que esté efectuando actos tendientes a insolventarse.

2. Que se encuentre realizando acciones con el objeto de impedir la efectividad de la sentencia.

3. Que se encuentre en graves y serias dificultades para cumplir oportunamente con sus obligaciones.

APLICACIÓN DE LA MEDIDA CAUTELAR PREVISTA EN EL ARTÍCULO 85A DEL C.P.T. Y DE LA S.S. CAMBIO DE PRECEDENTE.

Venía sosteniendo esta Sala de Decisión, que la aplicación de la medida cautelar establecida en el artículo 85A del C.P.T. y de la S.S. en los procesos ordinarios, debía de hacerse de manera objetiva, esto es, en caso de que el demandando incurriera en una de las tres situaciones previstas en la norma, automáticamente debía imponerse la caución entre un 30% y 50% de las valor de las pretensiones, no obstante, al hacer un nuevo estudio frente a la aplicación de la medida cautelar, considera esta Corporación que la imposición de la caución no puede darse de manera automática, pues la norma en cita lo que hace es otorgarle al juez la facultad o potestad de imponer la caución, debiendo valorar en cada caso concreto las circunstancias particulares para decidir si es procedente su imposición y si tiene algún efecto práctico con el fin de garantizar el cumplimiento del fallo en el evento de que el demandado fuese condenado; situaciones éstas que precisamente analizó la Corte Constitucional en la sentencia C-476 de 2003, de la siguiente manera:

“El actor desconoce que el término “podrá”, no implica una orden para el juez que se enfrente a situaciones como las descritas por la disposición. Su entendimiento lo lleva a pensar que siempre que el juez considere que el demandado se encuentra en graves y serias dificultades para el cumplimiento oportuno de sus obligaciones, impondrá la caución para garantizar las resultas del proceso. Del texto de la norma no se sigue tal conclusión. Una potestad judicial no puede ser asimilada a una obligación, el juez puede entonces dictar esa medida o puede no hacerlo, según las circunstancias del caso. Por tanto, si el juez llegase a decisiones que excedan la potestad otorgada por el legislador, la parte afectada tendrá los recursos de ley para enderezar la actuación. Esta Corporación encuentra entonces que el actor parte de una hipótesis errada y con base en ella edifica toda su argumentación, la cual, por derivarse de una suposición que ha mostrado ser errónea, no puede ser estudiada, pues parte de un supuesto equivocado.”.

Bajo dicha óptica, a partir de esta providencia, la Sala procederá a estudiar cada caso en concreto para determinar si resulta o no procedente la imposición de la medida cautelar del artículo 85A del C.P.T. y de la S.S., en aras de garantizar, entre otros, el derecho a la defensa consagrado en el artículo 29 constitucional.

EL  CASO CONCRETO

No se encuentra en discusión en esta sede, que la sociedad Zar Huevo S.A. en Liquidación se encuentra en serias y graves dificultades para cumplir eventualmente con las obligaciones que surjan en su contra en éste ordinario laboral, no solamente porque así lo aceptó al sustentar el recurso de apelación interpuesto en contra del auto de 27 de abril de 2017, sino porque así se refleja en los Estados Financieros de la sociedad a 31 de diciembre de 2016 –fls.910 a 921-, en donde se evidencia que la empresa en liquidación cuanta con un pasivo que asciende a la suma de $57.010.985, mientras que sus activos representan una suma equivalente a $25.494.127; es decir, que cuenta con un saldo en contra de $31.516.858.

Ahora, si bien no hay duda en que la sociedad Zar Huevo S.A. en Liquidación se encuentra inmersa en una de las tres situaciones que se plantean en el artículo 85A del C.P.T. y de la S.S. que podrían generar la imposición de la caución del 30% al 50% de las pretensiones, lo cierto es que en este caso en concreto considera la Sala que la medida no debe imponerse en tanto se observa que al estar la demandada en proceso liquidatorio, los órganos de dirección de la sociedad han sido desplazados del manejo administrativo al nombrarse para esos efectos un agente liquidador, quien no tiene la facultad de disponer libremente  de los recursos con los que cuenta la entidad, pues por el contrario debe garantizar la igualdad en el pago de los créditos, ajustándose para ello a lo dispuesto en la Ley 1116 de 2006.

De allí que siendo claro que Zar Huevo en liquidación no tiene la liquidez necesaria para cubrir la caución que se imponga, pues como ya se concluyó, a 31 de diciembre de 2016 son mayores los pasivos que los activos existiendo un déficit de $31.516.858 imponer la caución lo que en la práctica conllevaría como consecuencia jurídica procesal la imposibilidad de ejercer el derecho de defensa garantizado constitucionalmente.

Bajo esas circunstancias, la imposibilidad financiera y legal para cubrir la caución que eventualmente se imponga hace necesario ponderar si debe darse viabilidad a la restricción prevista en el artículo 85 A del CPT y SS, o por el contrario se debe garantizar ejercicio del derecho de defensa de la sociedad, inclinándose la Sala Mayoritaria por esta último al considerar que en este caso concreto no se percibe un actuar deliberado de la demandada dirigido a menoscabar o desconocer los eventuales derechos del trabajador que amerite restringir su derecho de defensa.

En el anterior orden de ideas, se revocará el auto proferido por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito el 27 de abril de 2017, para en su lugar absolver a la sociedad demandada de la imposición de la medida cautelar dispuesta en el artículo 85A del C.P.T. y de la S.S.

Costas en esta instancia no se causaron. 

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Pereira, 

RESUELVE

REVOCAR el auto proferido el 27 de abril de 2017, para en su lugar absolver a la sociedad ZAR HUEVO S.A. EN LIQUIDACIÓN de la imposición de la medida cautelar dispuesta en el artículo 85A del C.P.T. y de la S.S.

Sin costas en esta sede.

Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que han intervenido.

Quienes integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES      OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA 
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